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ROLLO NÚMERO 472/2013 

SENTENCIA NÚMERO 509/2013 
 

MAGISTRADOS ILMOS. SRES: 
D. CARLOS BERMÚDEZ RODRÍGUEZ 
D.  RAFAEL-MARÍA MEDINA Y ALAPONT 
D. JUAN MOLINS GARCÍA-ATANCE  

 

 

EN ZARAGOZA, A SEIS DE NOVIEMBRE DE DOS MIL TRECE. 

La Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Aragón, compuesta por los 

Sres. indicados al margen y presidida por el primero de ellos, pronuncia en nombre del 

REY esta 

S E N T E N C I A 

En el proceso número 472 de 2013 seguidos en instancia única ante esta Sala, en 

virtud de demanda de impugnación de despido colectivo, presentada por el COMITÉ 

DE EMPRESA DE AUTOBUSES URBANOS DE ZARAGOZA SAU. Frente a la demandada 

AUTOBUSES URBANOS DE ZARAGOZA SAU. y FONDO DE GARANTÍA SALARIAL. Ha 

sido ponente el Ilmo. Sr. D. RAFAEL-MARÍA MEDINA Y ALAPONT. 

ANTECEDENTES DE HECHO 

PRIMERO.- El dieciocho de septiembre del corriente tuvo entrada en la Secretaría de 

esta Sala demanda de impugnación de despido colectivo, en la que se exponían los 

hechos y fundamentos de derecho que en la misma constan, terminando con la súplica 

de que se dictara sentencia en la que, con carácter principal se declare la NULIDAD de 

la decisión extintiva o, subsidiariamente NO AJUSTADA A DERECHO con los efectos 
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legales inherentes a la misma. Se incluía al Fondo de Garantía Salarial en concepto de 

demandado, más no se efectuaba en el suplico de la demanda más pretensión al 

respecto que la formularia de sin perjuicio de la responsabilidad que en su día pueda 

corresponderle. 

SEGUNDO.- Señalado el acto de juicio oral para el 29 de octubre al mismo compareció 

el Comité de Empresa demandante representado por su presidente Javier Anadón 

Tapia, asistido del Letrado D. Vidal Aragonés Chicharro. La empresa demandada 

compareció representada por Manuel Ramo Herrando, asistido del Letrado D. Arturo 

Acebal Martín y del Graduado Social D. Héctor Muñoz Sanz. 

En el mencionado acto, previa la celebración «sin avenencia» de acto de conciliación 

ante el Sr. Secretario de la Sala, la parte demandante ratificó su demanda en la que 

alegaba la nulidad de la decisión impugnada, con carácter principal y, con carácter 

subsidiario, el no estar ajustada a derecho. La solicitud de nulidad se fundamenta, a su 

vez, en a) incumplimiento del deber de negociar, b) incumplimiento de entrega de la 

documentación mínima o necesaria. 

La de no estar ajustada a derecho la decisión combatida se basa en: a) la irrealidad de 

la causa extintiva aducida al ser coyuntural y no estructural, b) que no es adecuada a 

las causas aducidas, c) y tampoco es proporcional, d) que no han sido valoradas las 

alternativas ofrecidas por los representantes de los trabajadores. 

Sostiene, además, la parte actora sin invocar lesión alguna de derecho fundamental, 

que la información facilitada fue insuficiente y, por ello, causante de indefensión 

La parte demandada afirmó haber facilitado al Comité demandante toda la 

documentación legal y reglamentariamente exigida a más de la innumerable solicitada 

en la fase de negociación. Negó haber incumplido el deber de negociar, imputando 

cualquier incumplimiento a la parte demandante, adujo la realidad de la causa 
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extintiva expuesta y la proporcionalidad del número de extinciones de contrato 

acordadas 

HECHOS PROBADOS 

PRIMERO.- La gestión del servicio público del transporte urbano en Zaragoza ha sido 

encomendada, en sistema de gestión indirecta, por el Ayuntamiento de Zaragoza desde 

1886 a la, entonces, denominada Sociedad Anónima de los Tranvías de Zaragoza, 

siendo de los años 1974 y 1975 el Convenio suscrito en relación con el servicio público 

de transporte urbano. En enero de 1976 la Sociedad Anónima de los Tranvías de 

Zaragoza pasó a denominarse Transportes Urbanos de Zaragoza -TUZSA- siendo el 

Convenio relativo al Servicio Público Urbano de Transporte colectivo de viajeros -cuya 

propuesta fue aprobada por parte del Pleno del Ayuntamiento de Zaragoza en 19 de 

mayo de 1982 y formalizado en escritura pública el 14.7.1982- la referencia para 

determinar el régimen jurídico de la concesión otorgada a TUZSA, al haber sido 

canceladas, en virtud de otras resoluciones municipales, todas las obligaciones mutuas 

derivadas del Convenio inicial del año 1975. 

En 20.5.1983 el Pleno del Ayuntamiento de Zaragoza acordó una serie de 

modificaciones al convenio firmado por TUZSA y, con el fin de facilitar la recuperación 

de la inversión efectuada por la empresa concesionaria, se prorrogó la vigencia de la 

concesión hasta el 31.12.2012. 

SEGUNDO .- En 3.12.2012 la empresa Deloitte Advisor SL emitió y remitió al 

Ayuntamiento de Zaragoza, cumplimentando el encargo efectuado por este, una 

denominada Memoria económica para la aprobación del modo de gestión del servicio 

público de Transporte Urbano de la ciudad de Zaragoza, en ella, como antecedentes, se 

expresaba que el servicio actualmente prestado por la empresa TUZSA moviliza del 

orden de 100 millones de viajeros al año (aprox. 21 millones de kilómetros útiles en el 
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último año), sin embargo la entrada en operación de la segunda fase del Tranvía, 

esperada para abril de 2013, va a implicar una nueva ordenación de las líneas de 

autobuses, así como también una reducción del número de viajeros transportados al año, 

ya que se prevé que el tranvía en el primer año de operación (fase 1 y fase 2 completas) 

transporte del orden de 30 millones de viajeros. 

TERCERO .- En la Memoria Técnica elaborada en Noviembre de 2012 por el 

Ayuntamiento de Zaragoza como continente de información complementaria a la 

reflejada en los Pliegos de Prescripciones Técnicas Particulares (PPTP) y de Cláusulas 

Administrativas Particulares (PCAP) determinantes del contrato de gestión del 

Servicio Público de transporte de viajeros por autobús de la Ciudad de Zaragoza, se 

hacía constar, dentro del apartado «Criterios generales 2.1.1» que la nueva red de 

autobús 2013 ha sido diseñada en función de los criterios técnicos siguientes: 

complementariedad (y no competencia) con el resto de las redes metropolitanas de 

transporte público: tranvía y autobús suburbano; mejora o mantenimiento de la 

accesibilidad y coberturas actuales y mejora de la intermodalidad con otros modos de 

transporte, tanto públicos como privados (aparcamientos urbanos y posibles 

aparcamientos de disuasión previstos por el Ayuntamiento). 

Asimismo, en el capítulo de «Criterios particulares 2.1.2» (folio 442 vto, que se da aquí 

por reproducido) se exponen, como criterios concretos a utilizar -en el diseño de la 

nueva red de autobús- siete puntos, siendo el primero el relativo a Mantenimiento de la 

red de autobuses como el modo que garantiza la universalidad del sistema. Esto es, la 

cobertura de la nueva red de autobús urbano + la cobertura de la línea 1 del tranvía no 

puede ser inferior a la que existía de forma previa a la puesta en funcionamiento del 

tranvía; y, entre los criterios técnicos de diseño (folios 443 y 443 vto, que se dan aquí 

por reproducidos) se proponía, entre otros, la Supresión de líneas de autobús en clara 

competencia con otras redes de transporte público (tranvía fundamentalmente) y 

Mantenimiento de líneas sin solape con otras redes de transporte público, Modificación 
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y/o reajuste de aquellas otras líneas complementarias en parte con otras redes de 

transporte público, Creación de nuevas líneas que cubran los ámbitos excluidos y La 

supresión de tramos, más o menos importantes, en ciertas líneas por ser coincidentes con 

el tranvía. 

En la referida Memoria Técnica aparece que para el año 2013 la red de autobús urbano 

de la ciudad de Zaragoza «constará de 45 líneas, de las cuales tres son temporales (a 

funcionar únicamente durante las Fiestas del Pilar), siete nocturnas y 35 diurnas, 

siendo la longitud de la red de 631,4 Kms y contando con 1.941 paradas funcionales». 

En el Anejo I del PPTP, folios 181 a 258 de autos, bajo el epígrafe Descripción del 

servicio figuran con detalle todas las líneas objeto del contrato de gestión, sus 

recorridos, distancias, paradas, con intervalos, frecuencias y horarios, calendario de 

servicio utilizado por tipo de día, plan de producción, vehículos Km servicio anuales, 

etc. 

CUARTO - Los Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares y de Prescripciones 

Técnicas Particulares elaborados por el Ayuntamiento de Zaragoza, para regir el 

contrato de gestión del servicio público del Transporte Urbano de viajeros por autobús 

de la Ciudad de Zaragoza, en la modalidad de concesión, obran en autos -expediente 

administrativo y prueba documental de la parte demandada- y se dan en este lugar por 

íntegramente reproducidos. 

Consta en el PPTP, entre otras cosas, que los servicios de autobús urbano incluidos 

tanto en el PPTP cuanto en el PCAP se componen de una parte regular y permanente 

(diurno y nocturno) que asciende a 17.979.019 kms. anuales y de otra de servicios 

eventuales requeridos por el Ayuntamiento hasta un máximo de 50.000 kms. anuales; 

a más de un servicio de personas de movilidad reducida severa -SPMRS- hasta 45.000 

horas anuales, y de un Autobús Turístico hasta 42.000 kms. anuales. Que el servicio de 

Autobús Urbano se ha diseñado de forma que sea complementario y no concurrente 
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con el resto de medios de transporte público de la ciudad, en concreto, con la Línea 1 

del tranvía -folio 167 vto-, y se pone de manifiesto que el Ayuntamiento de Zaragoza 

tendrá potestad para ordenar variaciones en la Red que queda reflejada en la PPTP y 

sus anejos, así como en la Memoria Técnica que acompaña al pliego de condiciones, 

quedando el concesionario obligado a cumplir con los requerimientos del 

Ayuntamiento. 

Consta, especialmente, en el PCAP -folio 318- que son 17.979.019 kilómetros anuales 

(5.182.650 con autobuses articulados, 11.802.051 con autobuses convencionales y 

994.318 con microbuses), más 50.000 anuales máximo en servicios eventuales 

requeridos por el Ayuntamiento y hasta 42.000 por el autobús turístico, ascendiendo a 

un total de 18.071.019 kilómetros anuales los que son objeto de la concesión del 

servicio. 

QUINTO.- En el Capítulo II.10.3 del PCAP -folios 320 y 321- se impone a los licitadores 

o a sus representantes la obligación de incorporar un compromiso para el supuesto de 

resultar adjudicatario, de constitución de una sociedad anónima que será la titular de 

la explotación, en el plazo y con los requisitos y condiciones establecidas en la cláusula 

23 del citado PCAP (obrante a los folios 331 y 331 vto, que se dan por reproducidos). 

Y a la cláusula 29 del citado PCAP -folios 335 vto. y 336 de autos, que se dan en este 

lugar por reproducidos- se refiere, con expresa remisión al Texto Refundido de la Ley 

de Contratos del Sector Público, lo relativo a la modificación del contrato. 

En 24.1.2013 se adoptó Acuerdo por el Gobierno de Zaragoza para resolver las 

aclaraciones solicitadas por la empresas TUZSA, Grupo Arriva -DB- Solutrans 

Soluciones SL y Transports Ciutat Comtal SA - Moventia en relación con el contenido 

de los PCAP y PPTP. En él a la pregunta A.1 relativa a ¿Qué hipótesis se ha considerado 

en dicha memoria económica para la reestructuración del personal en línea con la 

reducción de kms?, el Gobierno de la Ciudad de Zaragoza contestó: Se contempla una 
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estructura similar y proporcional al número de kilómetros y composición de la 

flota de autobuses. 

SEXTO .- Durante el mes de febrero de 2013 el Ayuntamiento de la Ciudad de Zaragoza 

procedió a la licitación del contrato de gestión del servicio público del Transporte 

Urbano de viajeros por autobús, en la modalidad de concesión, siendo adjudicado, por 

diez años, a la anterior concesionaria, Transportes Urbanos de Zaragoza SAU, TUZSA, 

quien, en cumplimiento del PCAP, Capítulo II, 10.3, constituyó la mercantil Autobuses 

Urbanos de Zaragoza S.A.U. como gestora del servicio objeto de la concesión. 

La oferta económica adjudicada asciende a 3,850 euros/kilómetro -PPK- por autobús 

convencional, 4,620 PPK, autobús articulado, 3,080 PPK microbús, 4,620 PPK turístico 

y 3,850 PPK eventuales -informe técnico elaborado por CMC, folio 133 vto-. 

En 2010 los kilómetros objeto de la concesión del servicio público de Autobús Urbano 

de Zaragoza era de 21.952.565; en 2011 de 21.117.058; en 2012 de 20.928.110 -laudo 

arbitral aportado por ambas partes-. Todo ello por consecuencia de la puesta en 

marcha del Tranvía en abril de 2011 que determinó una reducción de la red de 

trasporte público por autobús, tanto en lo relativo a supresión de líneas -la 27 y la 48 

desaparecieron en junio de 2012- cuanto en la disminución de los kilómetros. 

En cuanto a las horas de servicio realizadas por el personal de conducción de TUZSA, la 

evolución del número horas conductor ha sido la siguiente: en el año 2010 se 

realizaron 1.756.696 horas y 43 minutos; 1.696.057 horas y 34 minutos en 2011; 

1.664.649 horas y 36 minutos en 2012; 1.638.864 horas y 25 minutos hasta 

septiembre de 2013. 

El servicio se presta con 300 vehículos de los que 85 son articulados de 18 metros, 10 

microbuses de 10 metros y 205 estándar de 12 metros. 
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SÉPTIMO.- En escrito de 3.7.2013, recibido en tal fecha por sus destinatarios, suscrito 

en conjunto por las Direcciones de Autobuses Urbanos de Zaragoza SAU y TUZSA se 

puso en conocimiento de la representación legal de los trabajadores de TUZSA y de las 

Secciones Sindicales en dicha empresa la circunstancia de haber de producirse, con 

efectos de 18.7.2013 y por consecuencia de la concesión a TUZSA del contrato de 

gestión del servicio público de transporte urbano de autobuses de Zaragoza y la 

constitución de la nueva sociedad por imperativo del pliego de condiciones de la 

contrata, subrogación por parte de Autobuses Urbanos en los contratos de trabajo de 

TUZSA y, además, que se preveía la adopción de dos tipos de medidas: unas tendentes 

al redimensionamiento de la plantilla para su ajuste al servicio asignado, y otras a la 

inaplicación de condiciones del Convenio Colectivo, invitándose a los destinatarios a la 

apertura de un período informal de consultas a iniciar en 19 de julio. 

En 19 de julio se inició período de consultas entre Autobuses Urbanos de Zaragoza SAU 

y la representación legal de los trabajadores y secciones sindicales, manteniéndose 

cuatro reuniones -19, 25 y 31 de julio y 2 de agosto del corriente- en orden a la 

inaplicación del Convenio Colectivo pretendida por la empresa respecto de 

determinadas cuestiones que constan en el documento nº 2.1 obrante al ramo de 

prueba de la parte demandada (folios 1560 a 1565 de autos) que se da en este lugar 

por reproducido. 

Finalizado, sin acuerdo, el plazo de consultas, la empresa sometió en 14 de agosto y 21 

de agosto del corriente la cuestión a la comisión paritaria del convenio, con el 

resultado de «sin acuerdo». En 28.8.2013, sometida la controversia a la mediación del 

SAMA, se levantó acta «sin acuerdo». En 5.9.2013 la empresa sometió la cuestión a la 

Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos, incoándose el oportuno 

expediente que concluyó con Laudo de 10.10.2013 (referido supra) cuya copia obra en 

autos, ramo de prueba de ambas partes, y se da en este lugar por íntegramente 

reproducido. 
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OCTAVO.- En 18.7.2013 finalizó la prestación del servicio público de transporte 

urbano por autobús en Zaragoza (si bien la plena efectividad de las prestaciones se 

demoró al 1.7.2013) por parte de TUZSA, pasando a ser prestado por Autobuses 

Urbanos de Zaragoza, la cual en 18.7.2013 se subroga en los contratos de los 

trabajadores de TUZSA. 

Listado de dichos trabajadores obran en el Anexo 13 del PCAP (folios 408 y stes) en el 

que consta un número total de 1.274 trabajadores, de los cuales 1.094 ostentan la 

categoría profesional de conductor-perceptor; idénticas cifras aparecen en el apartado 

4 de la Memoria Técnica elaborada por el Ayuntamiento de Zaragoza (folio 449) que 

obra a los folios 440 a 481 de autos. 

En el informe técnico emitido en 1.7.2013 por la empresa Consultoría y Mediación 

Corporativa S.A. a instancia de Autobuses Urbanos de Zaragoza SAU -incorporado a 

autos folios 128 a 164- consta un número total de trabajadores, al 30 de junio de 2013, 

de 1.246, de los cuales 1.077 ostentan la categoría profesional de conductor-perceptor; 

idénticas cifras obran en el laudo arbitral emitido en 10.10.2013 y en el listado 

acompañado a la comunicación de inicio de período de consultas remitida por la 

empresa a la autoridad laboral, comité de empresa y secciones sindicales. 

Asimismo Autobuses Urbanos de Zaragoza SAU se subrogó en los siguientes contratos 

suscritos por TUZSA: 

Con Grupo Sifu -Centro Especial de Empleo- en 1.7.2012, para la realización de tareas 

de Atención al Cliente. 

Con Grupo Sifu -Centro Especial de Empleo- en 10.11.2012, para la realización de 

tareas de repostaje de los autobuses. 
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Con Rey Ardid S.L. -Centro Especial de Empleo- en 20.12.2012 para la ejecución de 

tareas de limpieza de las traseras de los autobuses, del Taller y de los aseos de los 

conductores. 

Con Gestión Asistencial Aragonesa S.L. en 1.3.2003 para la realización de las tareas 

relativas a las prestaciones accesorias del servicio de transporte público accesible a 

personas con movilidad reducida severa -SPMRS-, habiéndose subrogado en 28.5.2009 

la Fundación DFA en el lugar de Gestión Asistencial Aragonesa S.L. 

Con Grupo ETRA en 16.7.2010 para la realización de tareas de mantenimiento integral 

de los sistemas de SAE y Peaje (localización, comunicación, descarga de datos, 

validación de tarjetas, venta de billetes, correcta impresión, etc.). 

Además, Autobuses Urbanos de Zaragoza SAU tiene externalizados los servicios de 

limpieza con ISS Facility Limpieza, y los de reparación de lunas de los autobuses con 

Carglass-Lunas. 

NOVENO.- En 19.7.2013 Autobuses Urbanos de Zaragoza SAU presentó ante el 

Departamento de Economía y Empleo del Gobierno de Aragón comunicación de inicio 

de período de consultas para la extinción de 212 contratos de trabajo por causas 

organizativas y productivas, tal comunicación, y con la misma fecha, había sido 

remitida al Comité de Empresa y a las Secciones Sindicales. Copias de dichos escritos 

obran en autos -folios 87 a 91 y 93 a 100- y se dan en este lugar por íntegramente 

reproducidos. 

A tales comunicaciones se acompañaron los siguientes documentos: 

Memoria relativa a las causas de despido. 

Número y clasificación profesional de los trabajadores empleados habitualmente por 

la empresa en el último año. 
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Número y clasificación profesional de los trabajadores que componen la plantilla 

actual. 

Informe Técnico y Memoria explicativa justificativa de la concurrencia de causa 

productiva  y organizativa elaborado por Consultoría y Mediación Corporativa SA 

(CMC). 

Pliegos de Prescripciones Técnicas Particulares y de Cláusulas Administrativas 

Particulares emitidos por el Ayuntamiento de Zaragoza y que han de regir el contrato 

de gestión del servicio público de transporte urbano por autobús, y sus anejos. 

Informe jurídico-legal explicativo del despido colectivo. 

Período previsto para la aplicación de los despidos. 

Criterios de designación de los afectados por las extinciones de sus contratos. 

Plan de recolocación externa. 

DÉCIMO.- El mismo día 19.7.2013 tuvo lugar la primera reunión entre las partes 

negociadoras designándose los integrantes de la comisión negociadora, celebrándose 

hasta el 19.8.2013, fin del período de consulta, quince reuniones que, someramente, 

pueden resumirse de la siguiente manera: 

1ª reunión, 19.7.2013, 9:00 horas 

Se propone por la empresa la celebración de las siguientes reuniones a partir de las 

9:00 horas, la representación de los trabajadores se niega y propone las 17:00 horas, 

admitiendo se adelante a las 16:00. La empresa acepta, y acepta la proposición de la RT 

para que se celebren todas en la sala del comité de empresa. Se designa día para la 

segunda reunión y de defiere la fijación de un calendario. 
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2º reunión, 25.7.2013, 16:20 horas 

Entrega, en formato digital, a la comisión negociadora la misma documentación 

entregada en 19.7.2013; la parte social propone la retirada del expediente y esperar al 

mes de septiembre, el traslado de vacaciones, el planteamiento de un ERTE, entiende 

son 108 contratos los que han de extinguirse pues es la medida de reducción planteada 

por el Ayuntamiento; por la empresa se propone la modificación del artículo 45 del 

Convenio y que tanto los flecos como las horas extras se disfruten como descansos 

compensatorios y la creación de una bolsa de voluntarios interesados en abandonar la 

empresa. Se solicitan documentos por la parte social. 

3ª reunión, 30.7.2013, 17:00 horas 

Discrepancias sobre el contenido del acta anterior, que es firmada. La parte social 

reproduce la retirada del expediente, califica de insuficiente la documentación 

entregada por la empresa y reclama más documentación. La empresa aduce que ha 

entregado más de 2.000 folios de documentación, entrega CD continente de la 

memoria técnica en color, como se solicitó, y solicita respuesta a sus propuestas que 

significarían la reducción de afectados a 179, de los cuales 128 podrían ser recolocados 

en un período de 5 años. 

4ª reunión, 1.8.2013, 17:00 horas 

Discrepancias sobre el contenido del acta anterior que no es firmada, dado que no se 

encuentra presente la persona que la redactó. La parte social manifiesta su propósito 

de aportar texto alternativo del artículo 47 del Convenio, y manifiesta no entender el 

cálculo de 40.000 horas extras por falta de flexibilidad. La empresa propone reducir el 

número de afectados a 175, y expresa que las 40.000 horas previstas se deben a la 

inflexibilidad del texto del Convenio. Se solicita más documentación por la parte social 

y la empresa manifiesta haberla entregado ya. 



13.11.06 ST SALA SOCIAL (509-13) TUZSA.DOC  

 

 

 

13 

 

5ª reunión, 6.8.2013, 11:36 horas 

Discrepancias con el acta de la sesión anterior, que es firmada. La parte social solicita 

nueva documentación, y discrepa sobre el contenido de la ya aportada. La parte 

empresarial reitera haber entregado toda la documentación solicitada. 

6ª reunión, 7.8.2013, 12:30 horas 

Se reproducen las discrepancias sobre el acta de la sesión anterior, que es firmada. La 

parte social manifiesta que su objetivo es despidos cero, y que el plan social contiene 

simplemente lo exigido en el reglamento de despidos colectivos. Asiste una persona 

ajena a la comisión para exponer el objeto y contenido del plan social. 

7ª reunión, 8.8.2013, 12:52 horas 

Se firman las actas de la quinta y sexta reuniones. La parte social reclama explicación 

sobre el número de conductores afectados -194- pues solo hay 39 autobuses menos. 

Pide explicaciones sobre la evaluación de inspectores y niega el despido de personal de 

mantenimiento. Mantiene su objetivo de despidos cero y solicita indemnización de 45 

días para quienes causen baja voluntaria, solicita nuevamente un ERTE hasta fin de 

año. La empresa manifiesta su disposición a llegar a un acuerdo en función de las 

jubilaciones que se vayan produciendo. Se firma el acta por ambas partes. 

8ª reunión, 9.8.2013, 10:15 horas 

La empresa propone, después de argumentar sobre flecos y descansos, nueva 

redacción del artículo 45, reducir el número de despidos a 157, hay trece voluntarios 

apuntados. Propone el reingreso de los despidos cuando se produzcan vacantes, 

mediante la confección de una bolsa de empleo integrada por los despedidos, y cifra en 

118 los conductores reingresados, 7 mecánicos de taller y 3 inspectores (total 128 

trabajadores), todo ello en 5 años. La parte social reitera su solicitud de aclaración de 
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la relación entre 194 conductores y 39 autobuses menos. Se firma el acta por ambas 

partes. 

9ª reunión, 12.8.2013, 17:25 horas 

Se discrepa sobre el volumen real de la plantilla, se presenta propuesta por la parte 

social de modificación del artículo 47 del Convenio. Se firma el acta por ambas partes. 

10ª reunión, 13.8.2013, 11:15 horas 

La empresa fija en 119 el número de conductores excedentes, la parte social lo cifra en 

62; la empresa propone 147 como el número de personas afectadas, y siendo 17 los 

voluntarios inscritos, resultarían 130 los despedidos, se mantiene un plan de 

recolocación a 4 años de 128 personas. 

11ª reunión, 14.8.2013, 17:15 horas 

Se reitera por la parte social la propuesta de un ERTE (respetando pagas extras, 

vacaciones y complementando el salario hasta el 100 por 100), proponen sistema de 

excedencias voluntarias con reingreso en 2015 y ampliación de reducción por guarda 

legal de menores hasta los 12 años. La parte empresarial aporta propuesta de 

modificación de diversos artículos del convenio, rechaza el aumento de indemnización 

de las bajas voluntarias, y plantea consultar a los trabajadores sobre las excedencias 

voluntarias. Se acuerda publicar avisos en tal sentido. El acta es firmada por ambas 

partes. 

12ª reunión, 16.8.2013, 17:22 horas 

La parte social informa sobre la propuesta del Ayuntamiento de ampliar en el año 

2014 en 500.000 kms la red de autobuses, y solicita los cuadros de marchas de tal año 

para valorar la propuesta. La empresa manifiesta no poder facilitar tal cuadro de 

futuro, pues el Ayuntamiento no ha concretado ni líneas, ni autobuses. Cifra en 21,37 
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conductores el número correspondiente a 500.000 kms más. Reclama a la parte social 

contestación sobre modificación artículos convenio. Expone que el número de 

conductores afectados, en caso de modificación, sería de 133. Se firma el acta por 

ambas partes. 

13ª reunión, 17.8.2013, 11:30 horas 

La parte social mantiene su postura de despidos cero, reitera la de retirada del 

expediente visto el ofrecimiento del Ayuntamiento, que califica de nuevo elemento y 

manifiesta aceptar parcialmente el despido si se limita a los trabajadores que quieran 

abandonar voluntariamente la empresa durante el año 2013 y reitera la idea de la 

excedencia voluntaria con derecho a reingreso obligatorio, reducción de jornada y 

salario en tal expediente. La empresa reitera su proposición de modificación del 

convenio para lograr una mejor regulación del tratamiento de flecos, prolongación 

especial, disfrute de fiestas pagadas y descansos, reducción de plantilla, y otros ajustes, 

cifrando, de aplicarse tales propuestas en 143 los despedidos, de los que habría de 

detraerse los 21 voluntarios existentes. Se discrepa sobre el número de afectados, la 

parte social la cifra en 44 trabajadores y plantea conocer su traducción en términos de 

reducción de salario, la empresa expone la cifra del 20 por ciento. El acta se firma por 

ambas partes. 

14ª reunión, 18.8.2013, 16:12 horas 

La empresa mantiene su postura respecto a 143 afectados. Ambas partes rechazan los 

argumentos de la contraria. El acta se firma por ambas partes. 

15ª reunión, 19.8.2013, 13:29 horas 

La parte social argumenta sobre la propuesta del día anterior efectuada por el 

Ayuntamiento a ambas partes, manifiesta que esta consistía en el despido de los 21 

voluntarios, el despido de 45 trabajadores con veinte días por año y límite de una 
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anualidad como indemnización, la aplicación de un ERTE hasta 31.12.2013 a los 22 

trabajadores que representan los 500.000 kms ofrecidos por el Ayuntamiento a partir 

de 1.1.2014, la reducción de jornada y salario proporcional a un 4,4% al resto de los 

trabajadores. Y condiciona esta propuesta a la retirada de la inaplicación del convenio 

y al no mantenimiento de las medidas de flexibilidad. La empresa manifiesta la 

necesidad de flexibilidad al objeto de evitar la realización de horas extras, y admite que 

las cifras indicadas por el Ayuntamiento se parecen bastante a la realidad y a las 

planteadas por ella, y solicita de la parte social voluntad para acercar posturas. La 

parte social manifiesta que su propuesta alcanza solo hasta 31.12.2013. El comité de 

empresa manifiesta que aceptaría la reducción de jornada y salario que plantea el 

Ayuntamiento, y admite negociar la forma y condiciones de recolocación de los 

trabajadores excedentes, así como la posibilidad de negociar y matizar la duración de 

las medidas de flexibilidad y los recortes salariales, pero solo si se retira por parte de 

la empresa el expediente de inaplicación del convenio. La empresa se niega a la 

retirada del expediente. Se firma el acta por ambas partes. 

Existieron discrepancias respecto al redactado del acta de la tercera reunión de 

30.7.2013, que motivaron fuera solicitada por la representación de los trabajadores 

intervención de Inspección de Trabajo para su redacción que la denegó. 

UNDÉCIMO.- En 21.8.2013 la empresa comunica a la Autoridad Laboral la finalización 

sin acuerdo del período de consultas, aportando convenios especiales suscritos con 

Tesorería General de la Seguridad Social respecto de nueve trabajadores mayores de 

55 años, plan de recolocación externo y listado de trabajadores afectados que asciende 

a 153, 27 de ellos voluntarios. 139 conductores-perceptores, 2 inspectores, 6 personal 

de taller y 6 personal de oficinas y estructura. Los criterios de selección del personal 

afectado se basan, para el personal de Inspección en el resultado de la evaluación 

anual, de los dos afectados uno es el de peor evaluación y el otro es voluntario; para los 

Conductores se ha adoptado el criterio de menor antigüedad en la empresa, para el 
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grupo de Mantenimiento se ha valorado la menor polivalencia, responsabilidad, 

cualificación y experiencia, conjuntamente; en el de Estructura se han empleado los 

criterios de menor responsabilidad, polivalencia y cualificación en el departamento de 

Administración, menor grado de especialización en el de Recursos Humanos, en el de 

Comunicación se han afectado dos de sus tres componentes pues el Ayuntamiento 

asume las funciones de control de cursos de formación y atención al empleado y la 

tramitación de siniestros, y en el de Recepción se amortiza el único puesto. 

DUODÉCIMO.- En el año 2012 fueron realizadas 32.783 horas extraordinarias; en el 

período de enero a julio de 2013 fueron 12.730 las horas extraordinarias realizadas, 

siendo de 1.806 en agosto y de 2.881 en septiembre. 

En el informe técnico elaborado por CMC y en su informe pericial aparece dentro del 

«plan racionalización conductores» la cifra de 28.000 horas extraordinarias como 

previstas para el año 2013, y la de 40.000 en concepto impacto en horas-falta 

flexibilidad. 

En el año 2012 fue levantada acta de infracción por Inspección de Trabajo en orden a 

la realización de más de 80 horas extraordinarias anuales por trabajadores de TUZSA, 

sin que conste el número de trabajadores afectados. 

En el curso de las negociaciones habidas entre 19.7.2013 y 19.8.2013 se formularon 

por los representantes de los trabajadores a la parte empresarial, al menos 43 

solicitudes de documentación, muchas de ellas fueron respondidas en documentos 

entregados el 25.7.2013, 31.7.2013, 1.8.2013, 6.8.2013 cuyas copias obran en la 

carpeta nº 3 del DVD obrante al folio 79 de autos (que se da en este lugar por 

íntegramente reproducida) y en los documentos 2, 3, 6, 7, 9, ramo prueba parte actora 

(folios 1560 a 1595 y 1658 a 1706 de autos). 

El Convenio Colectivo vigente para la empresa TUZSA, de aplicación en Autobuses 

Urbanos de Zaragoza SAU fue publicado en BOP de Zaragoza nº 9 de 13.1.2012. 
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DECIMOTERCERO.- La Federación de Asociaciones de Barrios de Zaragoza elaboró 

documento que obra en autos a los folios 1409 a 1419 en el que se manifiesta haber 

analizado, entre los días 16 y 20 de septiembre una toma de datos relativa al 

funcionamiento de los autobuses urbanos de Zaragoza en el mes de septiembre de 

2013. Los resultados de tal estudio fueron entregados al Ayuntamiento de Zaragoza. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

PRIMERO.- Los hechos relatados en el ordinal primero derivan del Pliego de Cláusulas 

Administrativas Particulares del contrato de gestión del servicio público del transporte 

urbano de viajeros por autobús de Zaragoza, folios 315 y siguientes. 

Los del ordinal segundo de la Memoria económica obrante a los folios 352 y siguientes, 

y prueba testifical de María del Carmen Dueso Mateo. 

Los del ordinal tercero de la Memoria Técnica obrante a los folios 440 y siguientes de 

autos y Anejo I del PDPT, folios 181 a 258 de autos. 

Los del ordinal cuarto de los Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares y de 

Prescripciones Técnicas Particulares elaborados por el Ayuntamiento de Zaragoza, 

para regir el contrato de gestión del servicio público del Transporte Urbano de viajeros 

por autobús de la Ciudad de Zaragoza, en la modalidad de concesión. 

Los del ordinal quinto del documento nº 21 de ramo de prueba de la parte actora, 

folios 1394 a 1408, nº 5 del ramo de prueba de la parte demandada y prueba testifical 

de María del Carmen Dueso Mateo. 

Los del sexto del informe técnico elaborado por CMC, folio 133 vto; del laudo arbitral 

aportado por ambas partes y del informe de CMC, folio 136 de autos; y del informe 
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pericial aportado por la demandada, doc. nº 10 ramo prueba de tal parte, y ratificado 

en el juicio oral. 

Los del séptimo del docs nº 1 y nº 2.1 del ramo de prueba de la parte demandada. 

Los del octavo del doc nº 7.6, folio 1264 vto., ramo de prueba parte actora; de los docs 

nº 2.2, nº 6 y nº 8 del ramo de prueba parte demandada, del Anexo 13 del PCAP (folios 

408 y stes), del apartado 4 de la Memoria Técnica elaborada por el Ayuntamiento de 

Zaragoza (folio 449) que obra a los folios 440 a 481 de autos y del listado acompañado 

a la comunicación de inicio de período de consultas remitida por la empresa a la 

autoridad laboral, comité de empresa y secciones sindicales, obrante al folio 126 de 

autos. 

Los del noveno de los documentos obrantes a los folios 87 a 91 y 93 a 100. 

Los del décimo de los docs nº 6, 8, 9, 10, 11, 15, 17 ramo prueba documental parte 

actora, folios 1244 a 1258, 1319 a 1351, 1365 a 1369 y 1371 a 1375 de autos; carpeta 

nº 2 DVD, que se da por reproducida, obrante al folio 79 de autos; e informe de 

Inspección de Trabajo, folios 1181 a 1187 de autos y folios 1174 a 1179 de autos. 

Los del undécimo del informe de Inspección de Trabajo, folio 1187 de autos. 

Los del duodécimo de prueba testifical de Eduardo Sánchez Hernando y documental 

aportada por ambas partes; del informe técnico elaborado por CMC y en su informe 

pericial; de la carpeta nº 3 del DVD obrante al folio 79 de autos y de los documentos 2, 

3, 6, 7, 9, ramo prueba parte actora y prueba de interrogatorio de la parte demandada. 

Los del decimotercero de prueba testifical de José Carlos Monteagudo Ibáñez y 

documento nº 22 ramo prueba parte actora, folios 1409 a 1419. 
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SEGUNDO.- Como ha quedado expuesto supra la parte actora argumenta su oposición 

a la decisión extintiva combatida en base a dos razones principales: a) nulidad de la 

misma y b) no estar ajustada a derecho. 

La solicitud de nulidad se fundamenta, a su vez, en a) incumplimiento del deber de 

negociar, b) incumplimiento de entrega de la documentación mínima o necesaria. 

La de no estar ajustada a derecho la decisión combatida se basa en: a) la irrealidad de 

la causa extintiva aducida al ser coyuntural y no estructural, b) que no es adecuada a 

las causas aducidas, c) y tampoco es proporcional, d) que no han sido valoradas las 

alternativas ofrecidas por los representantes de los trabajadores. 

Sostiene, además, la parte actora sin invocar lesión alguna de derecho fundamental, 

que la información facilitada fue insuficiente y, por ello, causante de indefensión; 

concreta tal afirmación en base a que no le fue facilitada la aplicación específica de la 

reducción de kilometraje a cada una de las líneas de servicio. 

Respecto del deber de negociar y del de entrega de documentación se ha pronunciado 

la Sala Cuarta del Tribunal Supremo en sentencia de 27.5.2013, rco. nº 78/2012, en la 

que, respecto a la negociación manifiesta: 

Igual suerte desestimatoria corresponde al alegato -segundo submotivo- referente a la 

infracción de la regla contenida en el art. 51.2 ET y expresiva de que «durante el período 

de consultas las partes deberán negociar de buena fe, con vistas a la consecución de un 

acuerdo». Ciertamente ha de reconocerse que la expresión legal ofrece innegable 

generalidad, al no hacerse referencia alguna a las obligaciones que el deber comporta y -

menos aún- a las conductas que pudieran vulnerarlo. Pero de todas formas, en la 

configuración del mismo no cabe olvidar: a) que la previsión legal no parece sino una 

mera especificación del deber general de buena fe que corresponde al contrato de trabajo 

[como a todo contrato: art. 1258 CC] y que en el campo de la negociación colectiva 

especifica el art. 89.1 ET [«ambas partes estarán obligadas a negociar bajo el principio 
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de la buena fe»]; b) desde el momento en que el art. 51 ET instrumenta la buena fe al 

objetivo de «la consecución de un acuerdo» y que el período de consultas «deberá versar, 

como mínimo, sobre las posibilidades de evitar o reducir los despidos colectivos y de 

atenuar sus consecuencias mediante el recurso a medidas sociales de acompañamiento», 

está claro que la buena fe que el precepto exige es una buena fe negocial. 

Así concebido el deber de buena fe, la articulación que se hace de este motivo -segundo 

submotivo, en la redacción recurrente- también incurre en la inviable «petición de 

principio» a que nos hemos referido al comienzo de este fundamento jurídico, habida 

cuenta de que, en su justificación, el recurso hace afirmaciones de hecho que se oponen 

frontalmente a las efectuadas -con innegable valor fáctico- por la sentencia recurrida, 

cuando sostiene que la denuncia de infracción -ahora reiterada- «decae ante el 

contenido de las actas que se acompañan, con propuestas y contrapuestas de los 

asistentes, e incluso una queja del Sindicato USTG presente en las reuniones a CCOO 

para que busque alternativas al expediente, y no solo oposición a los documentos 

aportados… Las consultas existieron, las propuestas constan en las actas, pero la 

ausencia de acuerdo nada significa porque la norma obliga a negociar pero no a 

pactar». A ello añadimos dos consideraciones -obtenidas del relato de HDP- que en ese 

contexto fáctico acreditado apoyan la conclusión de la sentencia recurrida en orden a 

la existencia de voluntad negociadora: a) que previamente al despido  colectivo objeto 

de autos, la empresa «Aserpal, S.A. propuso la prórroga de un previo Acuerdo - 

obtenido en ERE- sobre reducción de jornada en un 30% y que tal posibilidad fue 

rechazado por la asamblea de los trabajadores; y b) que el número de trabajadores 

inicialmente afectados era de 15 y que la decisión final de despido se limitó a 11 

trabajadores. 

Y respecto a la obligación de entrega de documentos, la referida sentencia, expresa: 

…no todo incumplimiento de las previsiones contenidas en aquel precepto -se refiere 

al art. 6 del RD 801/2011- puede alcanzar la consecuencia de nulidad que se pueda 
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desprender del art. 124 LRJS, sino tan sólo aquella que sea trascendente a los efectos 

de una negociación adecuadamente informada. 

Y nos referimos a la «trascendencia» de la documental, porque entendemos que a 

pesar de los claros términos en que se expresan los arts. 6.2 RD 801/11 y 4.2 RD 

1483/12 [el empresario «deberá aportar»], así como del 124 LRJS [se «declarará nula 

la decisión extintiva» cuando «no se haya respetado lo previsto» en el art. 51.2 ET, 

conforme a la redacción del RD-Ley 3/2012; y cuando «el empresario no 

haya…entregado la documentación prevista» en el art. 51.2 ET, de acuerdo con el texto 

proporcionado por la Ley 3/2012], de todas formas la enumeración de documentos 

que hace la norma reglamentaria no tiene valor «ad solemnitatem», y no toda ausencia 

documental por fuerza ha de llevar a la referida declaración de nulidad, sino que de tan 

drástica consecuencia han de excluirse -razonablemente- aquellos documentos que se 

revelen «intrascendentes» a los efectos que la norma persigue [proporcionar 

información que consienta una adecuada negociación en orden a la consecución de un 

posible acuerdo sobre los despidos y/o medidas paliativas: art. 51.2 ET]; con lo que no 

hacemos sino seguir el criterio que el legislador expresamente adopta en materia de 

procedimiento administrativo [art. 63.2 LRJ y PAC] e incluso en la normativa procesal 

[art. 207.c) LRJS]. 

En esta misma línea ya se movía la STS 20/03/13 [rco 81/12], cuando afirmaba que 

«…la principal finalidad del precepto [art. 6 RD 801/2011] es la de que los 

representantes de los trabajadores tengan una información suficientemente expresiva 

para conocer las causas de los despidos y poder afrontar el período de consultas 

adecuadamente. En este sentido se orienta el artículo 2.3 de la Directiva 98/59/CE del 

Consejo de 20 de julio de 1998 relativa a la aproximación de las legislaciones de los 

Estados miembros que se refieren a los despidos colectivos, para que ése período de 

consultas a que se refiere el artículo 2.1, se proyecte, tal y como expresa el articulo 2.2 
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y como mínimo, sobre las posibilidades de evitar o reducir los despidos colectivos y de 

atenuar sus consecuencias…». 

TERCERO.- Acreditado queda, como consta en el relato fáctico de la presente 

resolución, que la empresa demandada presentó ante la Autoridad Laboral -

entregando copia a todos los componentes de la comisión negociadora- todos y cada 

uno de los documentos legal y reglamentariamente exigidos; amén de entregar la 

mayoría de los solicitados -contestando, también, a los interrogantes formulados por la 

parte social- por los representantes de los trabajadores en la fase de negociación, 

fueran trascendentes o intrascendentes para la cuestión objeto de la negociación. 

Consta también la existencia de quince reuniones de la comisión negociadora, de 

distinta y diferente duración, en las que se solicitaron diferentes y distintos recesos 

(del latín recessus, en el sentido de pausa, descanso, interrupción), en las cuales hubo 

propuestas tanto de la parte empresarial como de la parte social, que fueron 

analizadas y rechazadas en parte o totalmente, que la empresa inició el expediente 

respecto a un número de 212 contratos de trabajo por causas organizativas y 

productivas, número que se fue paulatinamente reduciendo hasta alcanzar el definitivo 

de 153, que se fomentó la posibilidad de bajas voluntarias, apareciendo -al menos 

hasta la fecha del final del período de consultas- como consta en el relato fáctico 27 

voluntarios; que la empresa ha reconocido la posibilidad de reingreso de los 

despedidos cuando se produzcan vacantes, mediante la confección de una bolsa de 

empleo integrada por estos, y admitió el número de 128 el de los trabajadores con 

posibilidad de reingreso (118 los conductores, 7 mecánicos de taller y 3 inspectores), 

en 5 años; que la parte social ha mantenido firme su postura de despidos cero, que ha 

pretendido en todo momento negociar de forma conjunta el expediente de despido 

colectivo y el de descuelgue del Convenio; que ambas partes han convenido en la 

necesidad de modificar los artículos 45 y 47 del Convenio Colectivo -publicado en BOP 
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de 13.1.2012 para el personal de TUZSA y cuya aplicación al de Autobuses Urbanos de 

Zaragoza no ha sido discutida-. 

 Todo ello indica de forma palmaria que ni se ha incumplido por la demandada el deber 

de entrega de documentación necesaria, ni tampoco el de negociar de buena fe. 

Como queda, también, relatado en el lugar adecuado, es evidente que la, hoy, parte 

actora tuvo cumplido conocimiento de la concreta afección a cada una de las Líneas de 

autobús, de la reducción decidida por el Ayuntamiento de Zaragoza por mor de 

alcanzar complementariedad (y no competencia) con el resto de las redes metropolitanas 

de transporte público: tranvía y autobús suburbano; mejora o mantenimiento de la 

accesibilidad y coberturas actuales y mejora de la intermodalidad con otros modos de 

transporte, tanto públicos como privados (aparcamientos urbanos y posibles 

aparcamientos de disuasión previstos por el Ayuntamiento. Y la cumplida noticia se 

encontraba, y encuentra, en el Anejo I del Pliego de Prescripciones Técnicas 

Particulares que el Ayuntamiento publicó y cuya copia aparece en los presentes autos 

como consecuencia de la obligatoria aportación al expediente administrativo, del que 

fue dado traslado al Comité de Empresa y a las Secciones Sindicales en la empresa 

demandada. 

CUARTO.- Queda por determinar si la decisión empresarial combatida es o no ajustada 

a derecho. La parte actora, queda expresado supra, defiende la ilegalidad de la decisión 

en base a los siguientes motivos: 

a) la irrealidad de la causa extintiva aducida al ser coyuntural y no estructural 

b) su no adecuación a las causas aducidas 

c) su no proporcionalidad a la disminución del kilometraje 
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d) la falta de valoración por la demandada de las alternativas ofrecidas por los 

representantes de los trabajadores. 

Decía la doctrina unificada -vid STS/IV de 14.6.1996- que tres son los elementos 

integrantes del supuesto de despido por motivos económicos descrito en el art. 51.1 ET, al 

que remite el art. 52.c ET…el primero de ellos es la concurrencia de una causa o factor 

desencadenante que incide de manera desfavorable en la rentabilidad de la empresa 

(«situación económica negativa"») o en la eficiencia de la misma (carencia o necesidad 

de «una más adecuada organización de los recursos»). El legislador ha querido distinguir 

cuatro esferas o ámbitos de afectación en los que puede incidir la causa o factor 

desencadenante de los problemas de rentabilidad o eficiencia que están en el origen del 

despido por motivos económicos: 1) la esfera o ámbito de los medios o instrumentos de 

producción («causas técnicas»); 2) la esfera o ámbito de los sistemas y métodos de 

trabajo del personal («causas organizativas»); 3) la esfera o ámbito de los productos o 

servicios que la empresa pretende colocar en el mercado («causas productivas»); y 4) la 

esfera o ámbito de los resultados de explotación («causas económicas», en sentido 

restringido). 

El segundo elemento del supuesto de despido por motivos económicos que se describe 

en los artículos 51.1 ET y 52.c ET es la amortización de uno o varios puestos de trabajo. 

Esta medida de empleo puede consistir en la reducción con carácter permanente del 

número de trabajadores que componen «la plantilla de la empresa»; y puede consistir, 

asimismo, en la supresión de la «totalidad» de la plantilla, bien por clausura o cierre de 

la explotación, bien por mantenimiento en vida de la misma pero sin trabajadores 

asalariados a su servicio. 

En los casos en que la amortización de puestos de trabajo no conduzca al cierre de la 

explotación, la medida de reducción de empleo adoptada ha de formar parte de un 

plan o proyecto de recuperación del equilibrio de la empresa, en el que la amortización 

de puestos de trabajo puede ir acompañada de otras medidas empresariales 
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(financieras, de comercialización, de reducción de costes no laborales), encaminadas 

todas ellas al objetivo de compensar los desequilibrios producidos, superando la 

«situación negativa» o procurando «una más adecuada organización de los recursos». 

En estos mismos casos de no previsión de desaparición de la empresa, la amortización 

de puestos de trabajo se ha de concretar en el despido o extinción de los contratos de 

trabajo de aquel o de aquellos trabajadores a los que afecte el ajuste de producción o 

de factores productivos que se haya decidido (sin que, como especifica la sentencia del 

Tribunal Supremo, Sala 4ª, de 30 de septiembre de 2002 sea exigible, a los efectos de la 

declaración de procedencia de la decisión extintiva empresarial, la existencia de un 

plan de viabilidad). 

El tercer elemento del supuesto de despido por motivos económicos en la nueva 

redacción del Estatuto de los Trabajadores -continuaba diciendo la sentencia de 

14.6.1996- hace referencia a la conexión de funcionalidad o instrumentalidad entre la 

extinción o extinciones de contratos de trabajo decididas por la empresa y la 

superación de la situación desfavorable acreditada en la misma de falta de rentabilidad 

de la explotación o de falta de eficiencia de los factores productivos. En el supuesto en 

que la amortización de puestos de trabajo pretenda solo la reducción de la plantilla, la 

conexión entre la situación desfavorable existente en la empresa y los despidos 

acordados ha de consistir en la adecuación o proporcionalidad de éstos para conseguir 

la superación de aquélla, en el marco del plan de recuperación del equilibrio 

empresarial expuesto por el empresario. Tal conexión funcional de adecuación ha de 

apreciarse en concreto, respecto del despido o de los despidos de trabajadores 

determinados acordados por la empresa. 

Siendo así que, en el supuesto de reducción de plantilla, la valoración de 

adecuación o proporcionalidad se proyecta sobre hechos pasados, y también 

sobre la situación actual y previsiones futuras de la empresa, los factores a tener 

en cuenta por el órgano jurisdiccional no son siempre susceptibles de prueba 
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propiamente dicha, limitada por naturaleza a los hechos históricos, sino de 

apreciación de razonabilidad, de acuerdo con reglas de experiencia reconocidas 

en la vida económica. El objeto de valoración es, por tanto, en este punto, a diferencia 

de lo que sucede en la comprobación de la situación de ineficiencia o falta de 

rentabilidad de la empresa, no un juicio sobre hechos probados, sino un juicio de 

atenimiento del empresario a una conducta razonable, con arreglo a los criterios 

técnicos de actuación atendidos o atendibles en la gestión económica de las empresas. 

Como, también, se decía en la sentencia TS de 10 de mayo de 2006 -rec. 725/2005- la 

clave de la cuestión relativa a la interpretación y aplicación del derecho, en orden a 

determinar la licitud de la conducta empresarial que extinguía unilateralmente 

contratos de trabajo invocando la norma del artículo 51 TRET, era la consideración del 

alcance del enunciado legal de la referida norma en el pasaje que describía las causas 

justificativas del despido objetivo por razones empresariales. Más concretamente, 

siendo las alegadas por la empresa causas técnicas, organizativas y de producción, se 

trataba de precisar a qué tipo de problemas de gestión se refería la Ley cuando hablaba 

de dificultades que impiden el buen funcionamiento de la empresa, ya sea por su 

posición competitiva en el mercado, o por exigencias de la demanda. 

Una vez realizada la operación anterior -sostenía la doctrina jurisprudencial- era 

necesario proyectar sobre el caso las premisas interpretativas obtenidas, valorando si 

la situación de la empresa que le impulsó a la extinción del o los contratos de trabajo 

podía subsumirse o no en aquel concepto legal de dificultades que impiden el buen 

funcionamiento de una empresa. 

El siguiente paso del razonamiento había de referirse a la situación económica, tanto 

de la empresa cuanto del sector en el que su actividad industrial y mercantil se 

desenvolvía, determinante de la extinción de los contratos de trabajo. La valoración 

que correspondía hacer a propósito de la misma no era una valoración de prueba, en 

cuanto que no se refería a hechos pasados; ni era tampoco un dictamen sobre si la 
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medida económica adoptada por la empresa era la más adecuada de todas las posibles, 

labor que no corresponde propiamente a un órgano jurisdiccional. El control judicial 

previsto en la Ley para determinar si las medidas adoptadas por la empresa para 

superar las dificultades que impedían su buen funcionamiento se limitaba en este 

punto a comprobar si tales medidas eran plausibles o razonables en términos de 

gestión empresarial, es decir, si se ajustaban o no al estándar de conducta del buen 

comerciante. 

Referido a empresas u organizaciones, el término genérico dificultades, que el TRET 

utilizaba para describir la coyuntura de la empresa afectada por las causas técnicas, 

organizativas o de producción justificativas del despido, era sinónimo de problemas de 

gestión o pérdidas de eficiencia en una u otra de las áreas en que se despliega la 

actividad empresarial. En el momento de la extinción contractual combatida tales 

problemas de gestión o pérdidas de eficiencia habían de ser perceptibles u 

objetivables, y no meramente hipotéticos. Caracterizaba, por tanto, al supuesto de 

hecho de aquel art. 52 c) del TRET que la amortización del puesto de trabajo que 

justifica el despido es la que responde o reacciona frente a dificultades ya actualizadas 

y acreditadas, y no la que resulta de otros proyectos, iniciativas o anticipaciones del 

empresario, que podrían justificar el recurso a otras medidas de reorganización o 

mejora de gestión (STS 17.5.2005, rec. 2363/2004), pero no el despido objetivo por 

causas empresariales. 

Ahora bien, a partir de la modificación del art. 51 del TRET establecida en la Ley 

63/1997, las dificultades que justifican la modalidad de despido descrita en el mismo 

ya no necesitaban ser de tal entidad que pusieran en peligro la viabilidad futura de la 

empresa o del empleo en la misma. Bastaba, como se decía literalmente en la redacción 

dada por la citada ley 63/1997, con que impidieran su buen funcionamiento, refiriendo 

éste bien a las exigencias de la demanda, bien a la posición competitiva en el mercado. La 

primera expresión, como aludía a lo que la propia Ley llama causas productivas, que 
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surgen en la esfera o ámbito de los productos o servicios que la empresa pretende colocar 

en el mercado, mientras que la segunda apunta indistintamente a las causas técnicas, 

relativas a los medios o instrumentos de producción y a las causas organizativas, que 

surgen en la esfera o ámbito de los sistemas y métodos de trabajo del personal. 

Cómo se han de manifestar o concretar estas dificultades o problemas de gestión en la 

vida de las empresas es cuestión que depende de factores diversos. Entre ellos hay que 

contar, desde luego, el sector y el tipo de actividad al que se dedican y la esfera o 

ámbito de afectación sobre el que inciden. En todo caso, como ha dicho la sentencia 

recién citada, la «concreción» de las dificultades o problemas de gestión empresarial 

contemplados en el art. 51 del TRET se refleja normalmente en cifras o datos 

desfavorables de producción, o de costes de factores, o de explotación empresarial, tales 

como resultados negativos en las cuentas del balance, escasa productividad del trabajo, 

retraso tecnológico respecto de los competidores, obsolescencia o pérdida de cuota de 

mercado en los productos o servicios, etcétera. 

Ha de añadirse, por último, que la consolidada doctrina unificada -vid. por todas la STS, 

Sala de lo Social, de 11.6.2008, rec. 730/2007- determinaba que salvo supuestos 

especiales y de características peculiares, basta con acreditar la existencia de pérdidas 

continuadas y cuantiosas para estimar que la amortización de puestos de trabajo 

contribuye a superar la situación de crisis económica. Y no corresponde a la empresa la 

carga de probar que la medida adoptada era suficiente para superar la crisis, ni que se 

adoptaban otras medidas que garantizaban la superación de la crisis. 

QUINTO .- La redacción vigente a la fecha de la decisión extintiva que en el presente 

proceso se combate, de la norma de aplicación, la del artículo 51.1, párrafo tercero, la 

dada por el artículo 18.3 de la ley 3/2012, de 6 de julio, es del tenor literal siguiente: 

Se entiende que concurren causas técnicas cuando se produzcan cambios, entre otros, en 

el ámbito de los medios o instrumentos de producción; causas organizativas cuando se 
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produzcan cambios, entre otros, en el ámbito de los sistemas y métodos de trabajo del 

personal o en el modo de organizar la producción y causas productivas cuando se 

produzcan cambios, entre otros, en la demanda de los productos o servicios que la 

empresa pretende colocar en el mercado. 

Como dice la sentencia de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo de 12.6.2012, rcud nº 

3638/2011, en caso posterior a la reforma de la LRMT 35/2010 de 17 de septiembre, 

es claro que al empresario se le exige una prueba plena respecto de los hechos que invoca 

como causa del despido (las pérdidas o la persistente disminución del nivel de ingresos), 

pero en cuanto a la conexión finalista, es decir, que las extinciones acordadas constituyan 

una medida adecuada para mantener o mejorar la viabilidad de la empresa o el volumen 

de empleo, son circunstancias que constituyen un futurible, y con relación a ellas solo se 

pueden exigir indicios y argumentaciones al respecto, conservando por tanto el 

empresario en este punto un margen discrecional que excluye aquellas conclusiones que 

resulten irrazonables o desproporcionadas. 

El juicio de razonabilidad que la norma vigente a la fecha de la decisión empresarial 

combatida -producida tras la entrada en vigor de la Ley 3/2012, de 6 de julio- impone 

al juzgador ha de realizarse, como -respecto a la situación derivada de la Ley de 

Reforma del Mercado de Trabajo 35/2010, de 17 de septiembre- señala la 

parcialmente transcrita STS/IV de 12.6.2012, en relación a la prueba por parte del 

empresario de los hechos que invoca como causa del despido, pero en relación a la 

conexión finalista, respecto a que si las medidas adoptadas son aptas para obtener o 

mantener la viabilidad de la empresa o el volumen de empleo, ha de advertirse que el 

empresario conserva, en este punto, un margen discrecional que excluye aquellas 

conclusiones que resulten irrazonables o desproporcionadas. Máxime cuando la 

nueva redacción del artículo 51 TRET admite la concurrencia de causas técnicas 

cuando se produzcan cambios, entre otros, en el ámbito de los medios o instrumentos de 

producción; causas organizativas cuando se produzcan cambios, entre otros, en el 
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ámbito de los sistemas y métodos de trabajo del personal o en el modo de organizar la 

producción y causas productivas cuando se produzcan cambios, entre otros, en la 

demanda de los productos o servicios que la empresa pretende colocar en el mercado. 

Es palmaria la flexibilización del legislador, respecto a los requisitos precisos para la 

admisión de decisiones extintivas de relaciones laborales por causas objetivas, como lo 

demuestra las evidentes e importantes diferencias entra la dicción del artículo 51 

TRET, en la redacción vigente a la entrada en vigor de la ley 22/2003, de 9 de julio -ad 

exemplum- y su redacción a la fecha de la decisión empresarial que en este proceso se 

combate. 

En la reforma de 2012 se ha eliminado literalmente toda referencia a lo que 

anteriormente se venía denominando conexión de funcionalidad o instrumentalidad, 

desapareciendo, en las causas económicas, la necesidad de que la empresa «justificara» 

la afectación a la viabilidad de la empresa o a la capacidad de mantener el empleo y la 

razonabilidad para preservar o favorecer la posición competitiva en el mercado, y en 

las restantes (técnicas, organizativas y productivas) la razonabilidad de la decisión 

extintiva para contribuir a mejorar la situación de la empresa o a prevenir una 

evolución negativa mediante una más adecuada organización de los recursos que 

favorezca su posición competitiva en el mercado o una mejor respuesta a las 

exigencias de la demanda. En relación a las causas técnicas, organizativas o de 

producción, se mantiene la descripción del anterior redactado, si bien se introduce una 

novedad respecto a las causas organizativas, extendiendo su concurrencia a los 

cambios en el modo de organizar la producción. Y en los tres supuestos, al igual que en 

el caso de las causas económicas, se elimina la necesidad de acreditación por parte de 

la empresa de la concurrencia de las causas unida a la circunstancia de que de las 

mismas se deduzca la razonabilidad de la decisión extintiva para contribuir a prevenir 

una evolución negativa de la empresa o a mejorar la situación de la misma a través de 
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una más adecuada organización de los recursos, que favorezca su posición competitiva 

en el mercado o una mejor respuesta a las exigencias de la demanda. 

De lo que se deduce, que la reforma operada elimina los elementos de causalidad y 

mínima proporcionalidad de las medidas, así como su juicio de razonabilidad que toda 

empresa debía justificar. Al mantenerse las mismas causas productivas y organizativas 

que en la regulación anterior, al margen de la nueva adición relativa a los cambios en el 

modo de organización de la producción, es posible traer a colación la doctrina que 

respecto a estas últimas ha quedado plasmada en las diferentes resoluciones de la Sala 

Cuarta del Tribunal Supremo en virtud de la cual, el ámbito de apreciación de las 

causas técnicas, organizativas o de producción es el espacio o sector concreto de la 

actividad empresarial en que ha surgido la dificultad que impide su buen 

funcionamiento (STS 13.2.2002, rec. 1436/2001; STS 19.3.2002, rec. 1979/2001; STS 

21.7.2003, rec. 4454/2002). Es también doctrina jurisprudencial reiterada (STS 

14.6.1996, rec. 3099/1995; STS 7.6.2007) que, respecto de las empresas de servicios, 

la pérdida o disminución de encargos de actividad ha de ser considerada por su origen 

una causa productiva, en cuanto que significa una reducción del volumen de 

producción contratada, y por el ámbito en que se manifiesta una causa organizativa, en 

cuanto que afecta a los métodos de trabajo y a la distribución de la carga de trabajo 

entre los trabajadores (vid. sentencias de 10.6.2013 Sala de lo Social TSJ Madrid, y de 

17.7.2013, rec nº 345/2013, Sala de lo Social TSJ Castilla-León, sede en Burgos). 

SEXTO .- Queda acreditado en este proceso -y relatado supra- que el servicio público 

de transporte urbano de viajeros mediante autobuses en la ciudad de Zaragoza, por 

consecuencia de la puesta en marcha del Tranvía y en base a la decisión del 

Ayuntamiento de Zaragoza de diseñar una nueva red de autobús 2013 en función de los 

criterios técnicos siguientes: complementariedad (y no competencia) con el resto de las 

redes metropolitanas de transporte público: tranvía y autobús suburbano; mejora o 

mantenimiento de la accesibilidad y coberturas actuales y mejora de la intermodalidad 
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con otros modos de transporte, tanto públicos como privados; de tal forma que de la 

cobertura de la nueva red de autobús urbano + la cobertura de la línea 1 del tranvía no 

puede ser inferior a la que existía de forma previa a la puesta en funcionamiento del 

tranvía; apareciendo entre los criterios técnicos de diseño la supresión de líneas de 

autobús en clara competencia con otras redes de transporte público (tranvía 

fundamentalmente) el mantenimiento de líneas sin solape con otras redes de transporte 

público, la modificación y/o reajuste de aquellas otras líneas complementarias en parte 

con otras redes de transporte público, la creación de nuevas líneas que cubran los 

ámbitos excluidos, y la supresión de tramos, más o menos importantes, en ciertas líneas 

por ser coincidentes con el tranvía, pasó de realizar 21.952.565 de kms en 201; de 

21.117.058 de kms en 2011 y de 20.928.110 de kms en 2012, realizar, a partir de la 

entrada en vigor de la nueva contrata 17.979.019 kilómetros anuales (5.182.650 con 

autobuses articulados, 11.802.051 con autobuses convencionales y 994.318 con 

microbuses), más 50.000 anuales máximo en servicios eventuales requeridos por el 

Ayuntamiento y hasta 42.000 por el autobús turístico, ascendiendo a un total de 

18.071.019 kilómetros anuales los que son objeto de la nueva concesión del servicio. 

Ello implica la supresión de líneas -la 20 y la 45- y la reducción de recorridos de otras, 

en especial en los coincidentes con el del tranvía. 

No es admisible, en consecuencia, el sugerente y a la par equivocado argumento 

aducido por la demandante en orden a la coyunturalidad de la medida extintiva 

combatida, en tanto en cuanto lo que admite la demandada es la recontratación –

readmisión- de 118 de los trabajadores despedidos en el plazo de cinco años y para 

cubrir las vacantes producidas por razones personales y/o vegetativas; lo que pone de 

manifiesto que la plantilla no se reconduce a la dimensión de julio de 2013, sino que, 

como queda dicho, se cubren las vacantes.  

No conforma, como ha quedado expuesto, el mandato de la norma vigente el 

determinar si la extinción colectiva combatida -en cuanto al número de contratos a 
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extinguir o en cuanto a la adopción de medidas alternativas al despido- es correlativa o 

se corresponde con las causas productivas u organizativas aducidas. 

Y la, alegada, falta de valoración de las propuestas efectuadas por la parte social en el 

procedimiento negociador  no es determinante de la estimación de la demanda. De una 

parte porque el simple rechazo de una propuesta precisa de una –aunque sea somera- 

valoración de la misma. De otra porque, como queda dicho, la negociación no exige el 

acuerdo, y lo que la demandante pretende es hacer valer un pretendido derecho a que 

sus propuestas sean admitidas. 

En resumen ha quedado acreditada la certeza de las reducciones del servicio público 

de transporte urbano de viajeros por autobús en la ciudad de Zaragoza de tal manera 

que es indudable resulta acreditado el soporte de hecho base para la aplicación de la 

norma que la demandada invoca. 

SÉPTIMO.- Dos cuestiones, si bien que accesorias, restan por determinar. Una la de la 

oferta del Ayuntamiento -según la testigo que depuso a instancia de la parte 

demandada- de ampliar en 500.000 kilómetros a partir de 1 de enero de 2014 la red 

del transporte urbano de viajeros por autobús. Otra la significación, en orden a la 

reducción de la plantilla de la demandada, del número de horas extras anuales que se 

realizan por sus trabajadores. 

Respecto de la primera ha de rechazarse su influencia en orden al objeto de este 

proceso: determinar si la decisión extintiva empresarial combatida se ajusta a las 

previsiones del artículo 51 TRET. Y ello porque, de un lado se trata de una futura 

posible modificación de la concesión del servicio público de transporte urbano de 

viajeros por autobús en la Ciudad de Zaragoza, de otro porque no consta dato formal 

alguno que permita determinar la ejecutividad de dicho -anunciado- propósito, de otro 

porque, consecuentemente, no consta como y de qué manera los prometidos 500.000 

kms entrarían a formar parte de la red del servicio público tan repetido. En ningún 
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caso puede tenerse en cuenta algo que, a la fecha de la conclusión del período de 

negociación, carece de existencia material. Otra cosa es, naturalmente, el efecto, o 

efectos que, de producirse, pueda tener, de futuro, tal posible ampliación. 

Respecto de la segunda -la realización (demostrada por consecuencia de su admisión 

por la empresa demandada, y por la prueba testifical a instancia de esta practicada) de 

32.783 horas extraordinarias en el año 2012; de 12.730 horas extraordinarias 

realizadas de enero a julio, de 1.806 en agosto y de 2.881 en septiembre todos ellos del 

corriente 2013- es preciso poner tales cifras en relación con el número de trabajadores 

de la plantilla, 1.246 al 30 de junio de 2013, de los cuales 1.077 ostentan la categoría 

profesional de conductor-perceptor; con el número de horas trabajadas por el 

personal con la categoría de conductor, horas conductor, que han sido: 1.756.696 horas 

y 43 minutos en 2010; 1.696.057 horas y 34 minutos en 2011; 1.664.649 horas y 36 

minutos en 2012; 1.638.864 horas y 25 minutos hasta septiembre de 2013; con el 

Convenio Colectivo de aplicación, en cuyos artículos 34.2, 42, 43, 44, 45, 46, 47, 48 y 49 

se trata del devengo del derecho a percepción salarial en concepto de hora extra, de la 

jornada anual, diaria (normal y máxima), número de jornadas de trabajo, de descansos 

semanales, de días laborables de vacaciones, de fiestas laborales, al lapso de tiempo 

apto para el cómputo de horas trabajadas (determinante del concepto flecos) a la 

necesidad de que el servicio de autobús funcione durante los 365 días del año 

(determinante de los conceptos días libres adicionales equivalentes, descansos 

semanales, fiestas laborales, fiestas pagadas); el que se produzcan retrasos o ausencias 

de los relevos, dificultades en el tráfico -en especial por consecuencia de las obras del 

tranvía- o averías en los vehículos; y todo ello en relación con la norma del artículo 

35.2 del vigente TRET que permite la realización de ochenta horas extraordinarias por 

trabajador al año. 

De tal comparación resulta, sin duda alguna, la carencia del pretendido carácter de 

dato relevante y significativo del número de horas extraordinarias realizadas 
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anualmente por toda la plantilla de la demandada tanto en el año 2012, cuanto en los 

meses de enero a julio, agosto y septiembre del 2013, en relación con el número de 

trabajadores de la plantilla, el número de «horas conductor» efectuadas, y el lapso de 

tiempo empleado para el cómputo. 

Ha de quedar sentado, además, de un lado que carece de relevancia alguna el 

pronóstico de 40.000 horas por falta de flexibilidad que aparece en el informe técnico 

de CMC, pues no trata de horas extras realmente previstas sino de las que pudieran 

derivarse de determinada rígida interpretación de los artículos 45 y 47 del Convenio 

Colectivo de aplicación; y, de otro lado que de ningún modo ha quedado acreditada, en 

este proceso, la realización individual de dichas horas extraordinarias, pero, de 

haberlo sido, ninguna influencia pudiera tener tal circunstancia individual en este 

proceso sobre despido colectivo (vid. auto de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo de 

23.7.2013, recurso de queja nº 8/2013). 

No queda, sino (parafraseando la sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal 

Supremo de 2.3.2009 rcud. nº 1605/2008) añadir que acreditados los extremos 

fácticos previstos en el supuesto de hecho de la norma no incumbe a los Tribunales de 

Justicia tratar de hallar otras soluciones organizativas que estimemos más adecuadas 

sustituyendo la misión que la Ley y la realidad económica encomiendan al empresario. 

En atención a lo expuesto hemos dictado el siguiente 

FALLO 

Desestimamos la demanda iniciadora del presente proceso nº 472/2013, presentada 

por el Comité de Empresa de Autobuses Urbanos de Zaragoza SAU interpuesta contra 

Autobuses Urbanos de Zaragoza SAU y declaramos ajustada a derecho la decisión 
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extintiva enjuiciada. Absolvemos libremente a la empresa demandada de cuantos 

pedimentos contra ella han sido deducidos. 

A la firmeza de esta sentencia notifíquese a quienes hubieren sido parte y a los 

trabajadores afectados por el despido colectivo que hubiesen puesto en conocimiento 

de la Sala un domicilio a efectos de notificaciones. Igualmente se notificará para su 

conocimiento a la Autoridad Laboral, la Entidad Gestora de la prestación por 

desempleo y la Administración de la Seguridad Social. 

Contra esta resolución cabe recurso ordinario de casación ante la Sala de lo Social del 

Tribunal Supremo, que deberá prepararse en el plazo de los cinco días siguientes a la 

notificación de esta sentencia, bien mediante manifestación de las partes o de su 

Abogado o representante, al hacerle la notificación de la presente, de su propósito de 

entablarlo, o por comparecencia o por escrito de las partes o de su Abogado o 

representante, dentro del mismo plazo, ante esta Sala. 

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos. 


